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HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES INTERVINIENTES EN EL 

PROCESO  

Demanda 

La ejecutante Tula Luz Gamarra Salazar interpone demanda de obligación de dar suma de dinero 

en vía de proceso único de ejecución contra Hans Sturzenegger Kast, a fin de que cumpla con 

pagarle la suma de US $ 196,000.00 (ciento noventa y seis mil y 00/100 dólares americanos), 

obligación contenida en la letra de cambio S/N, más intereses legales, con costas y costos del 

proceso.  

Los fundamentos que respalda su demanda son principalmente que producto de relaciones 

comerciales existentes, el emplazado le adeuda la suma dineraria reflejada en la letra de cambio 

que tiene como fecha de giro 19 de febrero de 2011 y como fecha de vencimiento el 19 de marzo 

de 2011, encontrándose a la fecha de la interposición de la demanda, vencida y pendiente de pago, 

no requiriendo ser protestada para la ejecución de las acciones derivadas de su vencimiento. 

Agrega que ha requerido el pago en reiteradas oportunidades, personalmente y con llamadas 

telefónicas al número 3681462, medio que se encuentra sin servicio. A su vez, informa que antes 

de iniciar con las acciones legales, el emplazado se comprometió con cancelar la obligación puesta 

a cobro, compromiso que no ha sido efectuado y, por último, a causa del problema que tiene con 

el ejecutado, la ejecutante se encuentra delicada de salud  

Los fundamentos de derecho que invoca son los artículos 1219 inciso 1) y 1233 del Código Civil, 

el artículo I del Título Preliminar, artículos 424, 425, 688 inciso 4), 689, 690, 690-A, 690-B, 690-

C, 690-E del Código Procesal Civil y, los artículos 18 y 84 de la Ley de Títulos Valores – Ley 

27287. 

Ofrece como medios probatorios de la demanda:  

1. la letra de cambio materia de ejecución. 

2. la copia literal del inmueble inscrito en la partida registral Nº 12717711 afectado con un 

embargo en forma de inscripción. 

Contradicción a la demanda 

El ejecutado Hans Sturzenegger Kast, habiendo tomado conocimiento de la demanda interpuesta 

en su contra, formula contradicción exponiendo los siguientes fundamentos.  
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Es falso que deba alguna suma dineraria a la ejecutante, ya que no la conoce ni ha tenido relaciones 

comerciales ni de otra índole con ésta última, menos aún que haya suscrito una letra de cambio a 

su favor. Respecto a las reiteradas oportunidades de pago, niega señalando que el número 

telefónico pertenecía al inmueble que vendió a Clara Elsa Santos Flores, conforme se puede 

apreciar de la partida registral Nº 49068962 del Registro de Propiedad Inmueble de Lima.  

La letra de cambio fue suscrita por su persona y por la suma consignada, pero en blanco respecto 

a los demás datos, por el siguiente suceso. En el mes de noviembre de 2010, decidió vender el 

inmueble ubicado en el Distrito de La Molina, transfiriéndose a favor de Clara Elsa Santos Flores, 

por el precio de US $ 500,000.00 (quinientos mil y 00/100 dólares americanos), conforme al trato 

que hizo con Carlos Huarango Santos. Sin embargo, este último le pidió que el precio de venta sea 

la suma ascendente a US $ 746,000.00 (setecientos cuarenta y seis mil y 00/100 dólares 

americanos), con el fin de obtener un crédito bancario.  

En la primera minuta de compraventa de fecha 19 de febrero de 2011, se estableció que el pago 

inicial sería la suma de US $ 150,000.00 (ciento cincuenta mil y 00/100 dólares americanos), de 

los cuales, la suma de US $ 100,000.00 (cien mil y 00/100 dólares americanos) sería pagado con 

un cheque de gerencia y el saldo de US $ 50,000.00 (cincuenta mil y 00/100 dólares americanos) 

sería en efectivo. Con referencia a este punto, el pago de US $ 100,000.00 (cien mil y 00/100 

dólares americanos), fue efectivamente pagado con el cheque de gerencia del Banco Continental 

Nº 00002993 4 011 144 090000026 36 de fecha 19 de febrero de 2011, pero el saldo de US $ 

51,000.00 (cincuenta y un mil y 00/100 dólares americanos) nunca fue cancelado, por el acuerdo 

que tuvo con Carlos Huarango Santos, esto es, que el pago solo sería declarativo para acreditar 

ante la entidad bancaria que solo había cancelado el 20% del valor del inmueble.  

En la minuta inicial se establecía que el pago del saldo ascendente a US $ 596,000.00 (quinientos 

noventa y seis mil y 00/100 dólares americanos), sería cancelado con un cheque de gerencia, que 

obtendrían de un préstamo otorgado por el Banco Continental. Del precio de venta real, solo se 

había cancelado la suma de US $ 100,000.00 (cien mil y 00/100 dólares americanos), restando el 

saldo de US $ 400,000.00 (cuatrocientos mil y 00/100 dólares americanos). Por lo tanto, la 

diferencia del saldo en el cheque de gerencia, que recibió del Banco Continental, sería la suma de 

US $ 196,000.00 (ciento noventa y seis mil y 00/100 dólares americanos) y, a efectos de garantizar 

el pago de dicho saldo a favor de Carlos Huarango Santos y/o Clara Elsa Santos Flores, suscribió 
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la letra de cambio consignándose solo el monto dinerario, debido a que una vez cobrado el cheque 

y devuelto el dinero, el título valor le sería devuelto, esto último no sucedió.  

Con posterioridad, se suscribió la minuta de compraventa de fecha 24 de marzo de 2011, en el cual 

se mantiene el precio de venta (US $ 746,000.00), pero se señala que la suma de US $ 151,000.00 

(ciento cincuenta y un mil y 00/100 dólares americanos) se cancela a la firma de la minuta y el 

saldo ascendente a US $ 595,000.00 (quinientos noventa y cinco mil y 00/100 dólares americanos), 

es cancelada mediante cheque de gerencia del Banco Continental Nº 00023398 1 011 727 

0900000025 58 de fecha 29 de marzo de 2011 a la firma de la escritura pública de fecha 30 de 

marzo de 2011. 

Con fecha 30 de marzo de 2011, una vez cobrado el cheque de gerencia, procedió a depositar la 

suma de US $ 400,000.00 (cuatrocientos mil y 00/100 dólares americanos) en su cuenta de ahorros 

en moneda extranjera del Banco Continental y, estando a lo solicitado por Carlos Huarango Santos, 

solicitó la emisión de dos cheques de gerencia a nombre de María Luz Martínez Coronado, por las 

sumas de US $170,000.00 (ciento setenta mil y 00/100 dólares americanos) y de US $ 25,000.00 

(veinticinco mil y 00/100 dólares americanos), cumpliendo con la devolución acordada.  

Devuelta la diferencia de US $ 195,000.00 (ciento noventa y cinco mil y 00/100 dólares 

americanos) y no la suma consignada en la letra de cambio, por la modificación realizada en la 

segunda minuta, no se le devolvió el título valor que es materia de ejecución iniciada por una 

persona que no conoce y que nunca realizó operaciones comerciales ni de otra índole.  

Por último, expone que la firma estampada en la letra de cambio y en los escritos que obra en 

autos, no coinciden con la firma que aparece en el documento nacional de identidad de la 

ejecutante, acarreando la nulidad del título valor y, en el supuesto negado debiera la suma 

demandada, ésta ha sido cancelada, resultando inexigible la obligación. 

Los fundamentos de derecho que respalda su contradicción son los artículos 424, 425 y 690-D del 

Código Procesal Civil.  

Los medios de prueba ofrecidos son:  

1. la minuta de compra venta inicial de fecha 19 de febrero de 2011. 

2. la minuta de compra venta final de fecha 24 de marzo de 2011. 
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3. el cheque de gerencia del Banco Continental Nº 00002993 4 011 144 090000026 36 de 

fecha 19 de febrero de 2011 por la suma de US $ 100,000.00. 

4. el cheque de gerencia del Banco Continental Nº 00023398 1 011 727 0900000025 58 de 

fecha 29 de marzo de 2011 por la suma de US $ 595,000.00. 

5. el estado de cuenta del Banco Continental, en la que depositó la suma de US $ 400,000.00, 

correspondiente al saldo de la venta del inmueble.  

6.  el cheque de gerencia del Banco Continental Nº 00004694 6 011 153 090000025 4 por la 

suma de US $ 170,000.00. 

7. el cheque de gerencia del Banco Continental Nº 00004693 8 011 153 0900000025 4 por la 

suma de US $ 25,000.00. 

8. la partida registral Nº 49068962 del Registro de Propiedad Inmueble de Lima, donde se 

encuentra inscrita la compra venta del inmueble.  

9. la pericia grafológica que deberá practicarse, para acreditar la falsedad de la firma de la 

demandante.  

Absolución del traslado de la contradicción 

La ejecutante señala que el cambial tiene una suma líquida, cuantificada y reúne los requisitos 

establecidos en la Ley de Títulos Valores. Asimismo, no es aceptable su contradicción en los casos 

preferentes que establece la normativa cartular, lo que no sucede en el presente caso, ya que el 

ejecutado sustenta en cuestiones inverosímiles que no ameritan sustento y solo busca distraer la 

función jurisdiccional bajo aspectos que no tiene relación con la ejecución.  

Además, los fundamentos de la contradicción, están relacionados a una venta entre terceros que 

no le atañen y, que el ejecutado ha reconocido haber firmado el título valor y el monto cuantificado, 

por lo que existe evidencia plena de la realidad de los hechos, siendo exigible la obligación 

contenida en el título ejecutivo.  

Con referencia a los medios probatorios ofrecidos, señala que no tienen injerencia en la ejecución, 

de conformidad con el artículo 301 del Código Procesal Civil, formulando tacha a los documentos 

descritos en el punto 8 del escrito de contradicción. 
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Recurso de apelación formulado por la parte ejecutada 

Con fecha 15 de mayo de 2015, Hans Sturzenegger interpuso recurso de apelación contra el auto 

final emitido con resolución sesenta y dos de fecha 4 de mayo de 2015, por no encontrarla arreglada 

a ley, a fin de que sea revocada por el superior jerárquico. Los fundamentos de su recurso son: 

No se ha valorado debidamente los medios probatorios propuestos en la contradicción, no hay una 

correcta motivación en la resolución apelada, no pronunciándose sobre los hechos indicados en la 

contradicción, existiendo una contravención al debido proceso y a la defensa, atentando contra los 

principios de dirección del proceso y de vinculación. 

Lo narrado en la contradicción está acreditado con la existencia de dos minutas de compraventa, 

consignándose en la primera de ellas que, la venta era por US $746,000.00 (setecientos cuarenta y 

seis mil y 00/100 dólares americanos), debiendo ser pagado de la siguiente manera: US 

$100,000.00 (cien mil y 00/100 dólares americanos) con cheque de gerencia a nombre del 

vendedor, la suma de US $50,000.00 (cincuenta mil y 00/100 dólares americanos) en efectivo a la 

firma de la minuta y el saldo sería cancelado con un préstamo otorgado por el Banco Continental 

por el importe de US $596,000.00 (quinientos noventa y seis mil y 00/100 dólares americanos); 

sin embargo, esta minuta fue desechada, redactándose la segunda minuta.  

En la segunda minuta, se estableció el precio de venta por la suma de US $ 746,000.00 (setecientos 

cuarenta y seis mil y 00/100 dólares americanos), siendo pagados de la siguiente forma: la suma 

de US $151,000.00 (ciento cincuenta y un mil y 00/100 dólares americanos) a la firma de la minuta 

y el saldo de US $595,000.00 (quinientos noventa y cinco mil y 00/100 dólares americanos) sería 

pagado a la firma de la escritura pública originada con esta minuta. Cada minuta fue debidamente 

legalizada ante notario público, no habiendo duda de su existencia, validez y de su fecha cierta, tal 

como consta de la partida registral N.º 49068962, donde se encuentra inscrita en el asiento C00001 

la compraventa del inmueble a favor de Clara Elsa Santos Flores. 

De otro lado, obra el cheque de gerencia no negociable del Banco Continental a su nombre por la 

suma de US $100,000.00 que demostraría la veracidad de los hechos, al indicar que le dieron como 

adelanto dicha suma dineraria por la venta del inmueble. Asimismo, obra el cheque de gerencia no 

negociable del Banco Continental a su nombre por la suma de US $595,000.00, demostrándose la 

cancelación del monto de venta del inmueble y del mismo modo, en el estado de cuenta del saldo 
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deudor a su nombre consta el ingreso a su cuenta de ahorros la suma de US$400,000.00, 

comprobándose el depósito por concepto de venta del inmueble.  

Respecto a la emisión del título valor, indica que aceptó la letra de cambio a Carlos Huarango 

Santos y no a la ejecutante y que no fue por un saldo de precio, ya que sería ilógico. El título valor 

fue aceptado por el monto dinerario que tenía que devolverse a causa de la suma que iba a ser 

pagado por el Banco Continental, correspondiente al préstamo gestionado por el comprador del 

inmueble, conforme a lo solicitado por Carlos Huarango Santos. Por lo tanto, una vez efectuado el 

depósito, hizo la devolución del dinero a través de los cheques de gerencia a nombre de María Luz 

Martínez Coronado, por las sumas de US $170,000.00 y US $25,000.00, haciendo un total de US 

$195,000.00.  

Con referencia a la falsedad del título ejecutivo, dice que es posible objetar la autenticidad de la 

autógrafa de la demandante y no como indica el a quo sin sustento legal o doctrinario, 

considerando que las pericias grafotécnicas no son conducentes para dilucidar la controversia, 

atentándose su derecho de defensa, el debido proceso y los principios de celeridad y economía 

procesal, dejándole en un estado de indefensión, al no ser valorar el medio de prueba ofrecido. 

Además, no se ha pronunciado sobre las pericias practicadas, observaciones y absoluciones, así 

como el debate pericial llevado a cabo en las audiencias programadas, ni mucho menos de los 

medios de probatorios documentales. 

La demandante se encontraba en la obligación de demostrar y probar el supuesto negocio jurídico 

que dio origen a la letra de cambio puesto a cobro, lo que no sucedió ya que nunca firmó el título 

valor a favor de la ejecutante. Por último, se ha interpretado indebidamente los hechos expuestos 

en su contradicción y no se ha pronunciado sobre todos los hechos relevantes del litigio.  

Fundamentos del recurso de casación formulado por la parte ejecutante  

Mediante escrito de fecha 22 de junio de 2016, la ejecutante interpone recurso de casación contra 

el auto de vista emitido por la Segunda Sala Civil Subespecialidad Comercial que resuelve revocar 

la resolución número sesenta y dos, reformándola, declara fundada la contradicción e 

improcedente la demanda, por infracción normativa sobre la decisión contenida en la resolución 

impugnada al haberse transgredido normas de derecho procesal de modo específico las que 

garantizan un debido proceso. 
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Denuncia la inaplicación de la norma prevista en el numeral 16.1 del artículo 16 de la Ley de 

Títulos Valores - Nº 27287 señalando que “el título valor debe ser presentado para exigir las 

prestaciones que en él se expresen, por quien según las reglas de su circulación resulte ser su 

tenedor legítimo, que además tiene la obligación de identificarse. El deudor de buena fe que 

cumpla con la prestación queda liberado, aunque dicho tenedor no resultase ser el titular del 

derecho”, pues la Sala Superior ha sustentado su decisión absurdamente en lo dispuesto en el 

artículo 442 inciso 2 del Código Procesal Civil, que es ajeno y no aplicable en el proceso de 

naturaleza cartular, haciendo caso omiso al artículo 16.1 de la norma cartular, que a su vez codifica 

el principio de literalidad y de identificación.  
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IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS EN 

EL EXPEDIENTE 

En el estudio del desarrollo del proceso, se encontró los siguientes problemas jurídicos:  

a) El primero de ellos es si el mandato de ejecución o auto admisorio, adolece de nulidad al no 

señalar el plazo legal que tiene la parte ejecutada para contradecir la demanda o cumplir con la 

obligación materia de ejecución. 

De la lectura de la resolución uno de fecha 24 de enero de 2012, en la cual se admitió a trámite la 

demanda interpuesta por Tula Luz Gamarra Salazar contra Hans Sturzenegger Kast, ordenando al 

ejecutado que cumpla con pagar a la ejecutante la suma de US $ 196,000.00 (ciento noventa y seis 

mil y 00/100 dólares americanos), más intereses legales, con costas y costos del proceso, se 

advierte que el Juzgado no señaló el plazo para el cumplimiento del mandato de ejecución o la 

formulación de la contradicción.  

En este escenario, la omisión no genera indefensión a la parte ejecutada, ya que el artículo 690-D 

del Código Procesal Civil establece en su primer párrafo que “dentro de cinco días de notificado 

el mandato ejecutivo, el ejecutado puede contradecir la ejecución y proponer excepciones 

procesales o defensas previas (…)” y, que si bien no ha sido señalado expresamente el plazo legal, 

si se ha invocado el artículo citado en la parte resolutoria de la resolución y por lo tanto, la 

resolución no adolecería de nulidad.   

De otro lado, el artículo 406 del Código Procesal Civil, permite que de oficio o a pedido de parte, 

el Juez puede aclarar algún concepto oscuro o dudoso expresado en la parte decisoria de alguna 

resolución o que influya en ella, antes que cause ejecutoria, ordenándose su integración a la 

resolución que es materia de subsanación.  

Sin perjuicio de lo expuesto, en el supuesto caso de que ninguna de las partes solicite su aclaración, 

ni formule nulidad al haberse omitido un requisito formal para el emplazamiento o que el Juez 

subsane de oficio en atención al artículo citado, el segundo párrafo del artículo 172 del mismo 

Código, permite la convalidación cuando el acto procesal, logra la finalidad para la que estaba 

destinado y en el caso de autos, es poner a conocimiento de la demanda interpuesta en su contra y 

comparezca al proceso. 
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Alessandri (como se citó por la División de Estudios Jurídicos de Gaceta Jurídica, 2015) refiere 

que “el emplazamiento no es el plazo que se da al demandado para defenderse: consiste en la 

notificación de la demanda hecha en forma legal y el plazo que se da al defenderse” (p. 55). A su 

vez, Ovalle Fabela (como se citó por la División de Estudios Jurídicos de Gaceta Jurídica, 2015) 

expone que: “emplazar, en términos generales, significa conceder un plazo para la realización de 

determinada actividad procesal. Sin embargo, la palabra emplazamiento se reserva generalmente 

para el acto procesal, ejecutado por el secretario actuario, en virtud del cual el juzgador notifica 

al demandado de la existencia de una demanda en su contra y del auto que la admitió, y le concede 

un plazo para que la conteste” (p. 56). En este contexto, se desprende que, para un correcto 

emplazamiento con la demanda y mandato ejecutivo, es fundamental que haya la interacción de 

ambos elementos, notificación y plazo de ley, evitando futuras nulidades, aclaraciones o 

correcciones que, si bien son herramientas que permiten enderezar el proceso, implica un atraso 

en la dilucidación de la controversia.   

b) Como segundo problema jurídico, es preguntarnos si ha sido adecuado o no, que el Juzgado 

rechace por extemporáneo, el medio probatorio consistente en la pericia grafotécnica presentada 

con posterioridad a la contradicción formulada por el ejecutado.   

De lo actuado, se aprecia que mediante escrito de fecha 2 de mayo de 2012, el ejecutado presenta 

el dictamen pericial realizado por el perito Rafael Zárate Flores, teniendo como conclusión que las 

firmas atribuidas a Tula Luz Gamarra Salazar, no provienen del puño gráfico de dicha persona, no 

son firmas auténticas y consecuentemente, son firmas falsificadas. En la audiencia única de fecha 

2 de mayo de 2012, se pone a conocimiento de la ejecutante el dictamen pericial, absolviéndose el 

traslado en el mismo acto, exponiendo que el ejecutado no ha solicitado la autorización para la 

realización de esa pericia y que el dictamen pericial ha sido elaborado sobre copias y no 

documentos originales, además, resulta extemporánea, puesto que el emplazado solicitó la 

realización de una pericia especifica. Por lo expuesto, el Juzgado emite la resolución nueve, 

declarando extemporáneo el medio de prueba ofrecido, señalándose que, en el escrito de 

contradicción se ofreció la pericia grafológica a efectos de acreditar la falsedad de la firma de la 

demandante en la letra de cambio, más no la pericia aportada con el escrito que se da cuenta en la 

audiencia.  
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En este extremo, si estoy de acuerdo con lo resuelto por el Juzgado, operando el principio de 

preclusión y habiéndose aplicado el artículo 189 del Código Procesal Civil que establece: “los 

medios probatorios deben ser ofrecidos por las partes en los actos postulatorios, salvo disposición 

distinta de este Código”, de lo contrario se estaría restringiendo el derecho de contradecir de la 

contraparte. “Como se observa el ofrecimiento de medios probatorios no representa una facultad 

opcional de los justiciables, sino que significan una exigencia para la admisión a trámite de la 

demanda y su contestación” (División de Estudios Jurídicos de Gaceta Jurídica, 2015, p. 401), tal 

como lo prevé el artículo 424 inciso 10 y artículo 425 del Código Procesal Civil (interposición de 

la demanda) e incisos 1 y 5 del artículo 442 y artículo 444 del mismo Código (contestación y 

reconvención).  

c) El tercer problema jurídico, es si en la etapa de saneamiento procesal, se fijaron correctamente 

o no los puntos controvertidos, teniendo en cuenta lo alegado por ambas partes.    

En la audiencia única llevada a cabo el día 2 de mayo de 2012, se dictó la resolución número diez 

que declara la existencia de una relación jurídica procesal válida y, consecuentemente, saneado el 

proceso. Seguidamente, se fijó como punto controvertido si el título que contiene la obligación, 

adolece de falsedad por no haberse girado letra de cambio alguna a favor de la demandante.  

La Corte Suprema de Justicia de la República, en la casación Nº 838-06/Lima ha destacado que 

“la estación procesal en la que se fijan los puntos controvertidos busca establecer los extremos 

de la demanda y la contestación que van a ser necesariamente objeto de pronunciamiento por el 

juez de la causa, sean éstos fácticos o de derecho, derivados de los hechos que motivaron la litis 

o de la interpretación y aplicación de las normas en el caso concreto (…)” (División de Estudios 

Jurídicos de Gaceta Jurídica, 2015, p. 221).  

Teniendo un concepto claro sobre la importancia de los puntos controvertidos, podemos advertir 

de la lectura de los fundamentos de hecho de la contradicción, que no solo se extrae la causal de 

la falsedad de la firma en la letra de cambio puesta a cobro, sino también la inexigibilidad de la 

obligación, al haberse indicado que con la devolución de la suma ascendente a US $ 195,000.00 

(ciento noventa y cinco mil y 00/100 dólares americanos), se tendría por cumplida la obligación 

contenida en el título valor, correspondiendo determinar si correspondía que el ejecutado pague la 

suma dineraria pretendida, ya que si bien habría girado dos cheques de gerencia, éstas fueron a 
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favor de María Luz Martínez Coronado, conforme a lo pactado por Carlos Huarango Santos, según 

indica el ejecutado, más no a favor de la ejecutante.  

“El condenado en el escenario del procedimiento ejecutivo puede cuestionar el título ejecutivo y/o 

cuestionar la relación procesal, a partir del título. Si opta el primero formulará la contradicción 

al mandato de ejecución y si opta por el segundo recurrirá a las excepciones procesales y defensas 

previas. Ambas no son excluyentes, esto es, se pueden contradecir y a la vez, interponer 

excepciones procesales, siendo los plazos similares para ambas” (Marianella Ledesma Narváez, 

2018, p. 289). Por lo tanto, la formulación de la contradicción permite a la parte ejecutada ejercer 

su derecho de defensa, invocando las causales establecidas en el artículo 690-D del Código 

Procesal Civil y las reguladas en el artículo 19 de la Ley de Título Valores – Ley Nº 27287.  

De este modo, una vez declarado la relación jurídica procesal válida se procederá a fijar los puntos 

controvertidos, los mismos que serán determinados en base a los fundamentos expuestos por las 

partes procesales, escenario que no sucedió en este proceso, pese a que el ejecutado fundamentó 

la inexigibilidad de la obligación, respaldándose en las minutas que dieron origen a la emisión de 

la letra de cambio y los cheques de gerencia que fueron entregadas a María Luz Martínez 

Coronado. En este sentido, “son importantes los puntos controvertidos porque en relación a ellos 

va a girar la actuación de la prueba. (…) Genéricamente podemos calificar de puntos 

controvertidos aquellos hechos que han sido afirmados por una parte y negados o desconocidos 

por la otra (…)” (Ledesma Narváez, 2015, p. 477). 

d) Más que un problema, podemos cuestionarnos si resultó correcto o no que se admita como 

pruebas de oficio, el dictamen pericial grafotécnica presentado por el ejecutado, que fue rechazado 

por extemporáneo en el saneamiento procesal. 

A manera de ilustración, dentro los medios probatorios ofrecidos por el ejecutado, se admitió la 

prueba consistente en la pericia grafotécnica que debía realizarse sobre las firmas estampadas en 

la letra de cambio y escritos que obran en el expediente, para determinar si corresponde o no al 

puño y letra de Tula Luz Gamarra Salazar. En la audiencia de fecha 24 de enero de 2013, se dio 

inició a la actuación de pruebas, procediéndose a la ratificación del dictamen pericial realizada por 

los peritos Andrés Cristóbal Begazo Álvarez y Roylith Dávila Gonzáles, en la que manifestaron 

que la firma plasmada en la letra de cambio si provenía del puño gráfico de la ejecutante. Ante este 

suceso, en atención al artículo 194 del Código Procesal Civil, se dispone incorporar como medios 
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de prueba de oficio, el dictamen pericial emitido por Rafael Juan Zárate Flores y el dictamen 

pericial emitido por Rumualdo Gallegos Perea. Estos dos últimos dictámenes periciales fueron 

presentados por el ejecutado, el primero de ellos fue rechazado por extemporánea en la audiencia 

única y, el segundo dictamen, fue adjuntado con el escrito de observaciones a la pericia realizada 

por los peritos designados por el Juzgado.   

“El objeto de la prueba de oficio no es acreditar una afirmación o situación jurídica, pues, ello 

es propio de la carga probatoria de las partes; en la prueba de oficio, el juez busca verificar, 

corroborar, lo ya acreditado por las partes, pero de manera débil o insuficiente. (…) de ahí que 

se le permite que el juez incorpore otras pruebas necesarias para alcanzar la certeza al momento 

de tomar su decisión” (Ledesma Narváez, 2017, p. 34). 

Los incisos 2 y 3 del artículo 51 Código Procesal Civil, establece que los jueces de primera o 

segunda instancia, pueden ordenar los actos procesales necesarios para el esclarecimiento de la 

controversia y la comparecencia personal de las partes acompañadas por sus abogados, a efectos 

de interrogar sobre los hechos discutidos, lo que permitirá la clarificación de la controversia. En 

atención a las facultades otorgadas, el Magistrado, como director del proceso, tiene la opción de 

valerse del artículo 194 del Código Procesal Civil que “excepcionalmente, cuando los medios 

probatorios ofrecidos por las partes sean insuficientes para formar convicción al Juez de Primera 

o Segunda Instancia, ordenará la actuación de los medios probatorios adicionales y pertinentes 

que considere necesarios para tomar convicción y resolver la controversia, siempre que la fuente 

de prueba haya sido citada por las partes en el proceso. (…)” .  

La resolución que ordene la prueba de oficio, si bien es inimpugnable, esta debe ser motivada bajo 

apercibimiento de nulidad. Sumado a ello, la prueba de oficio solo se dará, siempre y cuando haya 

sido invocado por una de las partes y no sobrepase las pretensiones demandadas en el proceso, 

puesto lo que se aspira es el otorgamiento de una tutela jurisdiccional efectiva.   

En el presente caso y estando a lo desarrollado, si resultó correcto que la judicatura ordenará como 

pruebas de oficio, la incorporación de las pericias grafotécnicas presentadas por el ejecutado, más 

aún cuando la conclusión del dictamen pericial practicado por los peritos designados por el 

Juzgado, se contradice con las conclusiones de las primeras pericias.   
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e) Como penúltimo quinto problema jurídico, es si fue adecuado que el Juez se abstuviera del 

proceso, a causa del comportamiento de la ejecutante y su abogado en el desarrollo del proceso. 

El artículo 313 del Código Procesal Civil establece que “cuando se presentan motivos que 

perturban la función del Juez, éste, por decoro o delicadeza, puede abstenerse mediante resolución 

debidamente fundamentada, remitiendo al Juez que debe conocer de su trámite. Si el Juez a quien 

se remiten los autos considera que los fundamentos expuestos no justifican la separación del 

proceso, seguirá el trámite previsto en el artículo 306”. 

Con fecha 17 de mayo de 2013, se llevó a cabo la continuación de la audiencia de actuación de 

pruebas, la que finalizó a causa de que el Magistrado advirtió que el demandante se ausentaba 

durante la audiencia para atender llamadas telefónicas y, la última vez, por un lapso de tiempo 

prolongado, demostrándose la falta de interés en el caso y la falta de respeto a la magistratura y a 

toda las personas presentes, imponiendo la multa compulsiva y progresiva de 2 Unidades de 

Referencia Procesal, de conformidad al artículo 53 inciso 1 del Código Procesal Civil, decisión 

que fue apelada; sin embargo, por resolución número cuarenta, conforme al artículo 366 del 

Código Procesal Civil, se declaró improcedente el recurso de apelación contra la sanción impuesta, 

al no haberse cumplido con presentar la tasa judicial correspondiente ni fundamentar indicando el 

error de hecho o de derecho incurrido, dentro del plazo de ley.   

Con posterioridad, a través de la resolución número cuarenta y uno, invocando el artículo 313 del 

Código Procesal Civil, el Juez resolvió abstenerse por decoro en el conocimiento de la causa, 

ordenando la suspensión de la audiencia programada en autos y la remisión de lo actuado a la Mesa 

de Partes, para su redistribución aleatoria a otro juzgado de la subespecialidad, indicando que las 

actitudes de la parte demandante y especialmente del abogado patrocinante, han expresado dudas 

sobre su imparcialidad en el desarrollo del proceso, lo que perturba su función y que puede poner 

en riesgo la imparcialidad en el conocimiento del proceso.  

Recibido los autos por el Décimo Tercer Juzgado Civil Subespecialidad Comercial, a través de la 

resolución número cuarenta y tres, resuelve elevar en consulta al superior jerárquico a fin de que 

dirima la competencia, apuntando que los fundamentos expuestos por la otra judicatura, no 

constituye causal de impedimento para el Magistrado.  
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Por su lado, la Segunda Sala Civil Subespecialidad Comercial, mediante resolución número uno, 

señala que las dudas de las partes procesales sobre la dirección del proceso y el comportamiento 

inadecuado de los mismos, no son causales para su abstención del proceso, haciendo hincapié que 

los jueces tienen herramientas legales que permiten controlar conductas inadecuadas que se 

pudieran presentar en el proceso y, por lo tanto, desaprueba la abstención por decoro formulada 

por el Juez del Tercer Juzgado Civil con Subespecialidad Comercial, ordenando su remisión a 

dicho órgano jurisdiccional.  

Aldo Bacre expone (como se citó por la División de Estudios Jurídicos de Gaceta Jurídica) “con 

respecto a los motivos graves de decoro o delicadez, debe interpretarse como aquellas 

circunstancias que originan una violencia moral en el juzgador, perturbando su seriedad, al 

encontrarse con un escrúpulo, o sea cuando considera que su conocimiento en la causa afectaría 

su propia estimación como hombre o como juez. Deben ser causas que afecten a su propio decoro. 

Los motivos graves de delicadez están, en el orden de la moralidad íntima del juez, un peldaño 

más abajo que la afectación del decoro, pues constituyen una agudización del sentimiento, que 

debe respetarse. Estos motivos deben existir con anterioridad al proceso, pues no pueden ser 

consecuencia de actitudes o expresiones ofensivas de las partes, quienes de esta manera podrían 

separarlo del juicio. En estos casos, el juez debe hacer valer su autoridad manteniendo el buen 

orden del proceso y aplicando las sanciones que corresponda” (División de Estudios Jurídicos de 

Gaceta Jurídica, 2015, p. 107). 

En este aspecto, estoy de acuerdo con lo dispuesto por la Sala Superior, ya que se ajusta a lo 

establecido en el artículo 613 del Código Adjetivo, pues lo alegado por el juez natural que conoció 

la causa, no concuerda con los supuestos que debe tener una abstención por decoro o delicadeza y 

en todo caso, tal como lo dice Bacre, puede hacer uso de las facultades disciplinarias y coercitivas 

instauradas en los artículos 52 y 53 del Código Procesal Civil, en concordancia con el artículo 9, 

incisos 3 y 5 del artículo 185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.  

f) Por último, el último problema que se ha podido encontrar es si en el saneamiento probatorio 

llevado a cabo en la audiencia única, se tomó en cuenta o no las cuestiones probatorias formuladas 

por la ejecutante y que están reguladas en el artículo 300 del Código Procesal Civil. 

En el primer otrosí digo del escrito de absolución de la contradicción, la demandante formuló tacha 

contra los medios probatorios descritos en los puntos 1 al 8 de la contradicción; sin embargo, al 
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dar cuenta el escrito mediante resolución seis, no se tuvo por formulada la tacha contra los medios 

probatorios documentales y, por ende, no se corrió traslado para su absolución, conforme al 

artículo 301 del Código Adjetivo. Asimismo, en la audiencia única, no se hizo mención de la tacha 

formulada que, si bien no impide la actuación de los medios probatorios cuestionados, sino destruir 

la eficacia probatoria, debió tenerse en cuenta para resolverse en el acto o en la sentencia.  

Asimismo, se advierte del auto de vista dictado por la Segunda Sala Civil Subespecialidad 

Comercial, en el considerando noveno se sostiene que los documentos no han sido materia de tacha 

ni impugnadas por la ejecutante y, lo mismo sucede en el sexto considerando de la resolución 

emitida por la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia, al mencionar que los mismos 

instrumentales no han sido tachados, hecho que no es cierto por lo expuesto en el párrafo 

precedente. 

Sin perjuicio de ello, en mi opinión, la tacha formulada por la ejecutante no hubiera prosperado, 

pues no cumplió con los requisitos establecidos en el primer párrafo del artículo 301 de la 

normativa procesal civil. “No procede interponer o absolver una tacha sin acompañar medios de 

prueba que sustenten lo que se alega. En estos casos, serán declarados inadmisibles de plano, sin 

posibilidad de impugnación” (Ledesma Narváez, 2015, p. 782).  

Respecto al fundamento de la formulación de la tacha, la ejecutante se limitó a señalar que los 

medios probatorios documentales no tienen injerencia en la ejecución y que el título valor reúne 

los requisitos que la ley exigida, lo que no guarda relación con las causales de la formulación de 

tacha y tampoco no se acompañó los medios probatorios respectivos. En este extremo, se debe 

tener presente que, “la tacha de documento puede fundarse en su falsedad o nulidad. La primera 

hipótesis implica la existencia de un documento no auténtico por no guardar su contenido o la 

firma en él impresa correspondencia o identidad con la realidad del acto o hecho acontecidos 

(especialmente si son inexistentes) o con la persona que se le atribuye. La nulidad, en cambio, 

supone la existencia de un documento inidóneo para surtir efectos jurídicos por haberse 

inobservado en su elaboración los requisitos o condiciones exigidos por el ordenamiento legal 

bajo sanción de nulidad” (División de Estudios Jurídicos de Gaceta Jurídica, 2015, p. 474).  
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POSICIÓN DE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

ENCONTRADOS 

Primera Instancia 

El Tercer Juzgado Civil Subespecialidad Comercial de Lima, mediante resolución número sesenta 

y dos de fecha 4 de mayo de 2015, resuelve declarar infundada la contradicción y llevar adelante 

la ejecución conforme a los términos del mandato ejecutivo, con costas y costos del proceso. 

La Corte Suprema de Justicia de la República, en la casación Nº 6253-2012-Moquegua de fecha 7 

de diciembre de 2012, señala que “las resoluciones judiciales deben emitirse en coherencia a la 

naturaleza del proceso y con el sentido y alcance de las peticiones y alegaciones formuladas por 

las partes, hacer lo contrario implica afectar el principio de motivación de las resoluciones y el 

de congruencia; y consecuentemente una afectación al debido proceso que acarrea su nulidad” 

(Mendoza Ramírez, 2017, p. 47).  

En el séptimo considerando del auto final, se ha señalado que resulta inverosímil que el vendedor 

tenga que aceptar en garantía del pago a favor del comprador, la letra de cambio por el saldo 

pendiente de pago por la compraventa. Sin embargo, lo dicho por el Juzgado no guarda relación 

con los argumentos expuestos por el ejecutado, ya como bien se expuso, el título valor fue emitido 

para garantizar la devolución del exceso del dinero entregado por el Banco Continental a favor del 

ejecutado. Lo advertido no se ajusta al principio de congruencia regulado en el artículo VII del 

Título Preliminar y artículo 50 inciso 6 del Código Procesal Civil, que, si bien es cierto, el Juez no 

se ha excedido de las pretensiones formuladas por las partes, el fundamento usado no tiene relación 

con la contradicción formulada.  

Al respecto, Hurtado Reyes (s.f.) afirma que: “Uno de los elementos objetivos de la pretensión 

procesal son los hechos. Los hechos son los elementos fácticos que secundan la llamada causa 

petendi. Sin hechos no podemos estructurar adecuadamente un proceso. Estos –en el proceso- 

constituyen el supuesto de hecho de la norma jurídica que se pretende aplicar en la sentencia. Los 

hechos pueden ser aportados por el demandante al postular su pretensión y el demandado al 

ejercer resistencia, el juez no puede aportar hechos (por ser un tercero imparcial), por lo cual, el 

tratamiento de los hechos al resolver debe ser adecuado, pues, de lo contrario se incurrirá en 

incongruencia fáctica”, por lo tanto, nos encontramos con una incongruencia fáctica, pues “la 

incongruencia de los hechos o del material fáctico tiene lugar cuando el juez omite el 
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cumplimiento de la máxima iudex secundum allegata et probata partium decidere deber, es decir 

cuando emite resoluciones que se apartan de los hechos y los medios probatorios propuestos por 

las parte (pues no olvidemos que lo que se prueba en el proceso son hechos)” (p. 9).  

Por lo expuesto, el Juez tiene la obligación de motivar la resolución y valorar los medios 

probatorios, de lo contrario se está vulnerando el derecho a la defensa y el debido proceso.  Si se 

hubiera realizado una correcta interpretación de los hechos y valorado los medios probatorios 

documentales que fueron admitidos en el saneamiento probatorio, en el mejor de los casos, lo 

resuelto sería lo contrario, más aún cuando en el saneamiento procesal no se fijó cabalmente los 

puntos controvertidos, pese a que si fue fundamentado en el extremo de la inexigibilidad de la 

obligación.  

Con relación al único punto controvertido, el Juzgado reconoció que la decisión de admitir como 

medio de prueba la pericia grafotécnica no era conducente a los fines de dilucidar la controversia, 

pues el título valor surte todos sus efectos contra las personas capaces que hubieren recibido, aun 

cuando las demás sean inválidas o nulas, de conformidad al artículo 8.1 de la Ley de Títulos 

Valores y que reúne todos los requisitos establecidos en el artículo 119 de la norma cartular, 

teniendo como resultado una obligación líquida, expresa y exigible.   

En este contexto, si me parece correcto lo manifestado por el Juzgado, porque las causales de 

contradicción establecidas en el artículo 690-D del Código Procesal Civil y artículo 19 de la Ley 

de Títulos Valores – Nº 27287, solo permite que el ejecutado invoque la falsedad del título valor 

cuando su firma se vea afectada, atribuyéndosele una obligación que no le corresponde, lo que 

traería consigo, una ejecución injusta. En este proceso, si se hubiera valorado las pericias 

grafotécnicas que fueron ampliamente debatidas, no hubiera cambiado el sentido de lo resuelto en 

este extremo, en atención a los artículos mencionados. “A través de esta causal de contradicción, 

el ejecutado ataca el documento y no a la obligación contenida en aquel, (…) puede alegar que el 

título ejecutivo ha sido adulterado, ya sea en todo o en parte, y como tal no tiene mérito ejecutivo” 

(Sevilla Agurto, 2014, p. 127).  

Segunda Instancia  
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La Segunda Sala Civil Subespecialidad Comercial, con resolución número once de fecha 4 de abril 

de 2016, resuelve revocar la resolución número sesenta y dos, reformándola, declara fundada la 

contradicción y, en consecuencia, improcedente la demanda.  

El superior jerárquico señala que se ha omitido en definir si la firma cuestionada de la ejecutante 

en la letra de cambio puesta a cobro es o no auténtica, superando la necesidad de un 

pronunciamiento con un argumento estrictamente jurídico procesal, es decir, que quien debe 

refutar o impugnar la veracidad o autenticidad de una autógrafa no puede ser otra persona que 

aquella a la que le imputa o atribuye la misma y no una tercera persona. Pese a ello, si coincide 

con que resulta inconducente alegar la falsedad de la firma, para liberarlo de la obligación 

conforme al artículo 8 de la Ley de Títulos Valores, más aún cuando aceptó que firmó la letra de 

cambio en blanco. No obstante, no es motivo para que no se merituen los demás fundamentos de 

la contradicción, es decir, sobre el origen del título valor y su emisión en blanco a favor de una 

persona distinta a la ejecutante. Respecto a lo señalado, estoy de acuerdo con la Sala revisora, 

reiterando que no se ha seguido el debido proceso, dejando al ejecutado en un estado de 

indefensión, desde el momento del saneamiento procesal hasta la valoración de los medios 

probatorios y una interpretación errónea de los hechos, vulnerándose el inciso 3 del artículo 139 

de la Constitución Política del Perú, que regula los principios de la observancia del debido proceso 

y la tutela jurisdiccional y, el inciso 5 del mismo artículo de la Carta Magna, sobre la motivación 

escrita de la resoluciones judiciales, con mención expresa de la ley aplicable y los fundamentos de 

hecho que sustenta la decisión.   

Asimismo, se ha señalado que el ejecutado se encontraba habilitado para contradecir la demanda, 

con las defensas que se deriven de sus relaciones personales, de acuerdo al artículo 19.2 de la Ley 

de Títulos Valores, debido a que de la letra de cambio no se desprende algún endoso, 

concluyéndose que no ha sido sometida a circulación.  

El artículo 19.2 de la Ley de Títulos Valores – Nº 27287, determina lo siguiente: “el deudor 

también puede contradecir al tenedor del título valor, proponiendo las defensas que se deriven de 

sus relaciones personales y las que resulten procedentes, según la ley personal”.  

Estando a lo citado, las relaciones personales mencionadas en el escrito de contradicción, tiene 

como protagonistas a Carlos Huarango Santos, con quien hizo el trato de compraventa y la emisión 

del título valor; Clara Elsa Santos Flores, a la que se le transfirió la propiedad del inmueble; y, 
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María Luz Martínez Coronado, quien recibió los cheques de gerencia que fueron emitidas una vez 

cobrado la suma dineraria del Banco Continental y el título valor no se puso en circulación, al no 

haberse endosado a favor de terceras personas.  

De otro lado, la Sala Superior advierte que el análisis de los fundamentos de la contradicción, 

resulta errado y no atiende al verdadero sentido de lo explicado, conteniendo una motivación que 

no guarda congruencia con lo alegado. A su vez, indica que las instrumentales que acompaña a la 

contradicción, no han sido tachadas ni impugnada por la ejecutante, encontrándose suficientemente 

acreditados los hechos concernientes al negocio jurídico celebrado con Carlos Huarango Santos, 

lo que trajo consigo la emisión de la letra de cambio. 

Finalmente, respecto a la absolución de la contradicción, la ejecutante no ha cumplido su carga de 

la prueba de acuerdo al artículo 442 inciso 2 del Código Procesal Civil, al no haber replicado, ni 

desmentido, ni afirmado lo formulado por el ejecutado, lo que da a entender al Colegiado, un 

reconocimiento de verdad de los hechos alegados por la contraparte y, por ende, no existió ninguna 

relación jurídica ni económica entre las partes, que justifique la emisión del título valor, ni que 

autorizase a completar estampando su firma como girador en la letra de cambio que el ejecutado 

reconoce haber firmado y aceptado incompleta, pero a favor de otra persona.  

El artículo 442 inciso 2 del Código Adjetivo manda que “al contestar el demandado debe: (…) 2. 

Pronunciarse respecto de cada uno de los hechos expuestos en la demanda. El silencio, la 

respuesta evasiva o la negativa genérica pueden ser apreciados por el Juez como reconocimiento 

de verdad de los hechos alegados”. Estando a lo resuelto por la Sala, podemos ver que el artículo 

citado no solo se aplica para la parte demandada, sino también en la práctica, va dirigida a la parte 

emplazante y, a mi parecer, debe precisarse que con o sin la absolución de la contradicción o 

contestación, el Juez debe proceder con el saneamiento procesal, actuación probatoria si es que 

hubiera pruebas que lo requieran y, por último, resolver la causa.  

Recurso de casación  

Mediante resolución de fecha 9 de octubre de 2017, la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema 

de Justicia, declaró procedente el recurso de casación interpuesta por la ejecutante Tula Luz 

Gamarra Salazar contra el auto de vista contenida en la Segunda Sala Civil Subespecialidad 

Comercial, por las causales denunciadas de infracción normativa material del artículo 16 numeral 
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1) de la ley Nº 27287 y excepcional procesal por infracción del artículo 138 incisos 3 y 5 de la 

Constitución Política del Perú.  

El artículo 392-A del Código Procesal Civil establece que “aún si la resolución no cumpliera con 

algún requisito previsto en el artículo 388, la Corte puede concederlo excepcionalmente si 

considera que al resolverlo cumplirá con alguno de los fines previstos en el artículo 384. 

Atendiendo al carácter extraordinario de la concesión del recurso, la Corte motivará las razones 

de la procedencia”.  

Al respecto, en la resolución que califica el recurso de casación, se verifica que se ha cumplido 

con los requisitos establecidos en los incisos 2 y 3 del artículo 388 del Código Adjetivo y además 

considera pertinente la declaración de procedencia excepcional procesal del recurso, para analizar 

en pronunciamiento de fondo los razonamientos de la sentencia impugnada en relación al recurso 

de apelación que la motivó, con atención a lo previsto por el artículo 139 incisos 3 y 5 de la 

Constitución Política del Perú, estos son la observancia del debido proceso, la tutela jurisdiccional 

y la motivación escrita de las resoluciones judiciales.  

Me permito citar a Hinostroza Mínguez refiriéndose que “la concesión excepcional del recurso de 

casación por la Corte Suprema sólo sería posible en lo que se refiera a una fundamentación 

insuficiente o defectuosa de la causal casatoria que se alegue o a errores u omisiones 

concernientes a la naturaleza anulatoria o revocatoria del pedido casatorio y a lo exigido por ley 

en uno y otro caso”. (Hinostroza Mínguez, 2009, p. 377). De lo expuesto, teniendo en cuenta los 

requisitos fijados por la norma procesal, se aprecia que la ejecutante ha descrito y precisado la 

infracción normativa, siendo esta la inaplicación del artículo 16 de la Ley de Títulos Valores. 

Respecto a lo indicado en el sétimo considerando de la resolución que declara procedente el 

recurso de casación y teniendo en cuenta el artículo citado, se advierte que la recurrente denunció 

que se transgredió las normas del derecho procesal que garantizan un debido proceso; sin embargo, 

esta no fue fundamentada ni demostró la incidencia invocada, resultando insuficiente e incompleta, 

lo que determinó la aplicación del artículo 392-A del Código Procesal Civil.  

Sin perjuicio de ello, el primer párrafo del artículo sobre procedencia excepcional, dispone que se 

puede conceder si considera que al resolver cumplirá con los fines previstos en el artículo 384 del 

mismo Código: la adecuada aplicación del derecho objetivo al caso concreto y la uniformidad de 

la jurisprudencia nacional por la Corte Suprema de Justicia.  
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Por resolución de fecha 9 de abril de 2018, la Corte Suprema resuelve declarar infundada el recurso 

de casación; en consecuencia, no casaron la resolución de vista emitida por la Segunda Sala Civil 

Subespecialidad Comercial de Lima.  

Sobre la infracción normativa, refiere que también se puede hacer valer de las causales establecidas 

en el artículo 19 de la Ley de Títulos Valores, como lo es, las defensas que se deriven de sus 

relaciones personales con el tenedor (artículo 19.2 de la Ley 27287) siempre y cuando no haya 

entrado en circulación (artículo 19.3 de la Ley 27287). Respecto a los hechos que motivó la 

emisión de la letra de cambio y las instrumentales aportadas por el ejecutado, la ejecutante solo ha 

recurrido a los argumentos formales respecto al carácter abstracto y a la literalidad del título valor, 

no acreditando la existencia de la obligación causal con el ejecutado, ni presentado tachas contra 

las pruebas ofrecidas. En este sentido, a la Corte Suprema le resulta válido la aplicación del artículo 

442 inciso 2 del Código Procesal Civil, que asume el silencio o evasiva, como un reconocimiento 

de verdad de lo alegado en la contradicción. Por último, sobre la infracción normativa 

correspondiente a los incisos 3 y 5 del artículo 139 del Código Procesal Civil, señala que la 

resolución de vista no contiene error de razonamiento alguno desde el punto de vista lógico formal, 

encontrándose debidamente motivada, así como el debido proceso.  

El artículo 19.2 de la Ley 27287 prevé que “el deudor también puede contradecir al tenedor del 

título valor, proponiendo las defensas que se deriven de sus relaciones personales y las que 

resulten procedentes, según la ley procesal” y el artículo 19.3 de la misma Ley dispone que “el 

demandado no puede ejercer los medios de defensa fundados en sus relaciones personales con los 

otros obligados del título valor, ni contra quienes no mantenga relación causal vinculada al título 

valor, a menos que al adquirirlo, el demandante hubiese obrado a sabiendas del daño de aquél”.  

“La distinción entre relación causal (básica, fundamental, subyacente) y cambiaria (derivada, 

secundaria, yuxtapuesta) simboliza la autonomía del Derecho cambiario. En efecto, el hecho de 

diferenciar dos vínculos jurídicos, uno generado por el acto jurídico, y otro creado por el propio 

título valor, permite construir toda una teoría en torno a la relación cambiaria, con principios, 

criterios e instituciones propias” (Montoya Alberti, 2009, p. 9). 

En este sentido, concuerdo con lo resuelto por la Corte Suprema, pues mientras se mantenga la 

relación entre el emitente con el obligado y no haya circulado el título valor, se puede oponer con 

las relaciones que derivan de la relación causal, caso contrario, emitido el título valor, no tiene 
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razón de interferir el contrato producido de la relación causal. Asimismo, habiéndose corroborado 

que el ejecutado acreditó la causa por la cual se emitió la letra de cambio, resulta entonces que no 

existió obligación alguna con la ejecutante y, por ende, una relación causal que los una.  
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CONCLUSIONES 

El proceso único de ejecución nos permite satisfacer un derecho y que se encuentra materializado 

en los documentos que tengan mérito ejecutivo según el artículo 688 del Código Procesal Civil, 

como lo son los títulos valores que es materia del proceso estudiado. Asimismo, solo procederá la 

ejecución cuando la obligación contenida en el título es cierta, expresa y exigible, conforme lo 

dispuesto en el artículo 689 del mismo Código y, en el caso de los títulos valores, estos reúnan los 

requisitos de formalidad establecidos en la Ley 27287.   

En la normativa cartular, se puede ver que no se ha definido exactamente lo que es un título valor, 

pero podemos señalar que es un documento con un contenido patrimonial, con una obligación de 

pago y un derecho de cobro y que está destinado a circular; sin embargo, si por cláusula expresa o 

no se presentó la oportunidad de poner el título valor a circulación, no pierde su mérito ejecutivo 

conforme a lo dispuesto en el artículo 1.1 de la Ley de Títulos Valores y por ende, se puede exigir 

el cumplimiento de la obligación contenida en ella.   

Si bien es cierto, del título valor emerge derechos y obligaciones que tienen las partes que 

participaron en la emisión, rigiéndose por los principios de literalidad, autonomía, legitimidad, 

incorporación, el ejecutado puede formular contradicción con las causales establecidas en el 

artículo 690-D del Código Procesal Civil y artículo 19 de la Ley de Títulos Valores – Ley 27287, 

que permite ejercer su derecho de defensa y que deberán ser probadas conforme al artículo 196 del 

Código Adjetivo.  

El otorgamiento de la tutela jurisdiccional efectiva, está compuesta por el acceso a la justicia, que 

las resoluciones judiciales deben estar fundadas en derecho, esto es, motivadas, congruentes, 

adecuadas y no aparentes, dictándose en un plazo razonable y ser efectivas, otorgándose las 

garantías del debido proceso.  
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Anexos  

1. Demanda de obligación de dar suma de dinero de fecha 23 de enero de 2012 y los medios 

probatorios ofrecidos por la parte ejecutante. 

2. Escrito de contradicción de fecha 16 de febrero de 2012 y los medios probatorios ofrecidos. 

3. Acta de la Audiencia Única de fecha 2 de mayo de 2012 y las actas de audiencia de 

actuación probatoria de fechas 24 de enero, 8 de marzo, 26 de marzo, 4 de abril y 17 de 

mayo de 2013, 13 de enero, 13 de marzo, 19 de marzo, 14 de agosto y 22 de agosto de 

2014.  

4. Resolución número sesenta y dos de fecha 4 de mayo de 2015 dictado por el Tercer Juzgado 

Civil Subespecialidad Comercial de Lima.   

5. Resolución número once de fecha 4 de abril de 2016 emitida por la Segunda Sala Civil 

Subespecialidad Comercial de Lima.  

6. Casación 2864-2016/Lima, resolución de fecha 9 de abril de 2018, emitida por la Sala Civil 

Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República.    
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